
        
            
                
            
        

    





Introducción

EL ENFRENTAMIENTO POLÍTICO ENTRE LA IZQUIERDA Y LA DERECHA













Encontramos diariamente noticias sobre la disputa entre la izquierda y la derecha en la prensa y en el resto de los medios de comunicación. Las escuchamos en los discursos políticos y a través de publicaciones en las redes sociales, chats y mensajes. Una batalla política que se mantiene robusta pese a los que, tanto en el pasado como en el presente, pretenden diluirla. Por el contrario, la pugna entre la izquierda y la derecha sigue vigente en España, y la contienda política está configurada en bloques ideológicos a los que se adscriben los diferentes partidos. 

El eje izquierda y derecha ha resistido y continúa configurando la política actual, pese a las estrategias y retóricas puntuales de los diferentes actores políticos. Opera y explica la lógica de los partidos y, también en buena medida, el comportamiento de los votantes. No es solo que siga vigente, sino que, como se verá a continuación, existe una polarización creciente que ha ido acentuando la disputa entre la izquierda y la derecha. Una coyuntura histórica iniciada a finales de la primera década del siglo XXI que solo ha ido a más en las sociedades occidentales.

La Gran Recesión de 2008, con sus posteriores crisis políticas y sociales, sembró el terreno del descontento en España. El malestar social se hizo visible en la escena pública el 15 de mayo de 2011, cuando el Movimiento del 15-M irrumpe en el panorama político español. Hasta entonces, el sistema político del 78 había descansado —desde mediados de la década de 1980— sobre la representación política de dos grandes partidos, el Partido Popular (PP) y el Partido Socialista Obrero Español (PSOE). La gobernabilidad del país se sustentaba principalmente en ambos, aunque requiriesen de apoyos parlamentarios en caso de no contar con mayorías absolutas. En aquel escenario, existía una amplitud de aspectos de la contienda que se discutían o no dentro de los márgenes reformistas o conservadores en los que se desarrollaba el debate político. Ahora, en cambio, la disputa política y partidista se ha ampliado. Conceptos y cuestiones que antes despertaban un consenso y aceptación general, como por ejemplo la noción de libertad, son ahora disputados y revisados por los diferentes actores. 

Durante los años posteriores al 15-M, diversos movimientos sociales y partidos políticos articularon discursos y proyectos rupturistas con el sistema político vigente, al que durante un tiempo se denominó de forma genérica como «Régimen del 78». El malestar político emergente estuvo acompañado por una impugnación —realizada entonces por el 15-M— de la clase política, que posteriormente cristalizaría en el discurso de Podemos sobre la «casta» cuando la formación que lideraba Pablo Iglesias apenas tenía unos meses de vida. Era el momento populista de la formación morada que emergía como una continuación directa de un cierto clima político y social del 15-M. En aquel momento, Iglesias sostenía que «la política entre izquierda y derecha es una estafa. El problema de este país no es la izquierda y la derecha. El problema de este país es que hay una minoría de privilegiados, una oligarquía de sinvergüenzas que está robando a la mayoría».1 Una estrategia nacional-popular del Podemos originario que no solo impugnaba a la élite política, sino que también consideraba superada la disyuntiva izquierda-derecha. Una lógica que pronto mutó y fue sustituida por un discurso convencional que operaba en el clásico eje izquierda-derecha. Un eje que cobró fuerza de nuevo cuando el tablero político quedó conformado por dos partidos en cada uno de los bloques —izquierda y derecha— tras la vuelta al poder de los socialistas en 2018.2

Ciudadanos, la otra formación política que emergió durante el ciclo político 2014-2016, tampoco pudo escapar a la disputa entre la izquierda y la derecha. En un primer momento, la formación naranja aspiró a ocupar un espacio liberal reformista entre el PP y PSOE, pero pronto acabó atrapada por el desarrollo y la espiral en la que pervive la política española. En Ciudadanos, pronto se vieron obligados a decantarse por uno de los dos bloques que operaban en el eje tradicional izquierda-derecha. Discursos como el «ni rojos ni azules» que proclamaba Albert Rivera —en aquel momento líder de Ciudadanos—, fracasaron en su intento de ser articulados, más allá de en un primer momento donde sí funcionaron como mero reclamo discursivo con fines electoralistas para atraer a un votante desideologizado. En cambio, la realidad con la que se encontró Ciudadanos tras el ciclo 2014-2016 fue la de verse condicionado por una competición electoral con el PP en la que la formación naranja acabó intentando liderar el bloque de la derecha. El desplazamiento de su espacio electoral inicial y el no haber conseguido su objetivo de superar al PP y, por lo tanto, convertirse en la primera fuerza de la derecha española, conllevó un fracaso estratégico que en términos electorales cristalizó en la debacle de las elecciones generales de noviembre de 2019, que a la postre supuso su colapso definitivo. 

La disputa en términos de izquierda y derecha se ha visto reforzada en los últimos años por el creciente clima de crispación y polarización que ha acompañado a la política de bloques en España. El ascenso al poder de Sánchez a través de un mecanismo constitucional como es la moción de censura fue un shock para las formaciones de la derecha que se tradujo en una difícil digestión. La llegada a la presidencia del Gobierno del socialista Pedro Sánchez y su permanencia en el poder tras la doble cita electoral de 2019, en las que el PSOE fue primera fuerza en votos y escaños, fue leída por los partidos de la derecha como una situación que requería endurecer su discurso político. Este acabó desarrollándose en los márgenes de la deslegitimación institucional. 

La moción de censura contra Rajoy que llevó a Sánchez a la Moncloa supuso para el PP la pérdida del gobierno de forma repentina. Además, a continuación, los populares tuvieron que renovar su liderazgo en medio de un clima en el que Ciudadanos amenazaba con sobrepasarles. También para Ciudadanos se convirtió en un escenario adverso, porque anuló la quiebra de la estrategia de desgaste al gobierno de Rajoy que venían practicando los meses previos, con la esperanza de que esto les permitiera liderar el bloque de la derecha. No hay que olvidar que, en aquel momento, Rivera lideraba las encuestas electorales. Fue entonces cuando comenzaron a escucharse acusaciones de gobierno ilegítimo o presidente okupa de la Moncloa. Ya en septiembre de 2018, el propio Rivera acusaba a Sánchez de «haber llegado por la puerta de atrás al gobierno, de estar hipotecado a sus socios populistas, separatistas y herederos de ETA, y de ser un okupa».3

Posteriormente a la moción de censura de 2018, la irrupción y consolidación de Vox, junto a su discurso político y presencia mediática, suponían un adversario electoral más en el espacio electoral de la derecha. A la intensidad competitiva que ya condicionaba las estrategias del PP y Ciudadanos hubo que sumar un nuevo partido que amenazaba con desbordarlos o, al menos, ganar por su margen derecha buena parte de su espacio electoral. El protagonismo de la formación liderada por Santiago Abascal llevó al PP y Ciudadanos a cambiar el tono y la forma en sus discursos. Especialmente compleja fue la situación para el PP, entonces presidido por Pablo Casado, ante la doble amenaza de Vox y Ciudadanos. El mismo Casado se refería a esta situación en estos términos: «Lo que plantea Vox y Ciudadanos que le gusta a nuestro electorado es exactamente lo que ha hecho el PP siempre».4 

El auge de Vox no se puede comprender sin el malestar de determinados sectores conservadores de la sociedad española con la gestión de Rajoy ante el reto independentista catalán: «Vox no podría entenderse sin la crisis catalana. Abascal se vio catapultado a finales de 2018 por las tensiones en la región y el juicio del procés. Su oposición dura contra el independentismo y contra la gestión del PP y el PSOE les impulsó entonces para acceder a las instituciones andaluzas».5 Es en este contexto en el que emerge entre los hombres jóvenes conservadores una actitud de ser ultra como acto de rebeldía frente al poder establecido. Fruto de la intensa competición a tres en el seno del bloque de la derecha fue, finalmente, la «foto de Colón», en la que Casado y Rivera consideraron conveniente posar junto a Abascal. Para muchos, aquella foto fue el principio del fin del papel para el que había surgido Ciudadanos. 

En 2019, la contundencia de la ventaja del PSOE sobre el PP en los triunfos electorales de Sánchez no evitó que nuevamente se produjese una deslegitimación institucional. La mayoría configurada en la investidura posterior a las segundas elecciones generales de ese año fue presentada por la oposición como una nueva causa de ilegitimidad, al incluir esta el apoyo y la entrada de Unidas Podemos en el gobierno y la abstención de ERC y EH-Bildu, que hicieron posible que saliera adelante. PP y Ciudadanos hablaban entonces de «gobierno Frankenstein» para referirse a los amplios acuerdos parlamentarios de los que dependía Sánchez y su gobierno de coalición con Unidas Podemos. Cuestión de contrastes. Un acuerdo que englobaba a varias formaciones políticas y a la mayoría del arco parlamentario era denostado en un país en el que de forma recurrente se apela al consenso como virtud positiva de la política.

Posteriormente, la crisis sanitaria derivada de la Covid-19 propició el escenario ideal para que el bloque de la derecha continuase desarrollando esta estrategia basada en la crispación a costa de la legitimidad de las instituciones democráticas. Desde el bloque de la derecha se acusó a Sánchez de aprovechar la pandemia para «restar libertades a los españoles y de totalitarismo».6 Acusaciones que eran devueltas desde la izquierda en forma de reproches de intentar derribar el gobierno. 

Esta forma de oposición contra el gobierno progresista de coalición se configuró como una ola de crispación que desde luego no era la primera vez que se producía. La oposición de derechas había seguido antes una estrategia de crispación en España. Balaguer y Sanz (2009) señalaron en su momento que España ya había vivido previamente dos olas de crispación, un concepto que describe el ambiente de elevada tensión que caracterizó la oposición política ejercida por el PP cuando el PSOE estaba en el gobierno. La primera ola (1993-1996) estuvo caracterizada por las disputas en torno a la corrupción política o el caso GAL. Ambos sirvieron al PP para desgastar al ejecutivo de Felipe González tras la derrota de los populares en las elecciones generales de 1993. La segunda ola de crispación (2004-2008) se enmarcó en la VIII legislatura, tras el atentando yihadista del 11-M y el posterior triunfo electoral de los socialistas. En aquel momento, los marcos que la derecha política y mediática utilizó para tensionar el ambiente contra Zapatero fueron dos de los denominados temas de Estado: la estrategia en la lucha terrorista contra ETA y la organización territorial del Estado, especialmente en lo referente al Estatut d’Autonomia de Cataluña aprobado en 2006.

Los últimos años de la política española muestran que el eje tradicional izquierda-derecha sigue operando y explica en buena medida algunas de las cuestiones básicas de la disputa entre ambos bloques. Este libro pretende abordar los elementos esenciales de la pugna política en los siguientes capítulos, pero antes de adentrarse en ellos conviene abordar la siguiente cuestión: ¿qué caracteriza al actual momento de polarización política que se vive en España? 





¡Son las emociones, estúpido!

«Son las emociones, estúpido». La frase la pronunció Iván Redondo en una ponencia sobre campañas electorales. El ex jefe de gabinete de Pedro Sánchez popularizó la figura del asesor técnico, ajeno a la estructura orgánica, que a lo largo de su trayectoria laboral podía cambiar de partido basándose en su independencia profesional. Redondo, que había trabajado anteriormente para el PP en Badalona y Extremadura, parafraseaba de esta forma el eslogan «Es la economía, estúpido» (the economy, stupid), que se hizo popular durante la campaña electoral de Bill Clinton contra George H. W. Bush de 1992, y que había ideado el estratega del Partido Demócrata, James Carville. Redondo aludía de esta forma al papel determinante que juegan en la actualidad las emociones como elemento movilizador en el ámbito político. Unas emociones cuya relevancia radica también en el tipo de polarización que permite articular en este momento histórico. Una polarización emocional e identitaria, de pertenencia a una tribu ideológica y de oposición al Otro. 

Este tipo de polarización marca actualmente el ritmo del debate político. Es una polarización afectiva, de militancia y pertenencia, similar a la que se experimenta cuando se es hincha de un equipo de fútbol, y en el que priman los sentimientos y la pasión por encima de la razón. En el caso de la política partidista, se trata de emociones que construyen una distancia aún mayor de la existente respecto al resto de partidos y electorados mientras exaltamos a los propios. Es decir, optar por los «tuyos» frente a los «otros», a los que además se les atribuyen diversas nociones negativas. Esta polarización no actúa de forma estricta en un sentido negativo. Además de para construir y resaltar identidades, sirve para que los actores políticos se diferencien, especialmente en los temas que introducen en la agenda y en sus propuestas. Esto supone un aspecto positivo, ya que facilita la diferenciación entre los partidos y proporciona mayor claridad al votante a la hora de otorgar su confianza a una u otra de las formaciones políticas.

A lo ya expuesto, se añade que la polarización política en España se ha configurado como una división entre dos bloques. Una división entre izquierda y derecha que es retroalimentada por los partidos políticos con el objetivo de desarrollar emociones e identidades favorables en cada trinchera. La irrupción de nuevas formaciones y la alteración de la competición electoral, que tuvo lugar en los años posteriores a la crisis de 2008 en toda Europa, sirvieron para profundizar la pugna y aumentar la polarización. Esto supone que los cambios sufridos en España por el sistema de partidos, con la entrada de nuevas formaciones políticas y, por lo tanto, la ampliación de la oferta electoral, no disminuyeron el enfrentamiento, sino que lo aumentaron. 

Posteriormente, estos dos frentes se trasladan a una polarización ideológica en la que cada vez más personas se ubican en posiciones de los extremos de los bloques y menos en posiciones centrales. La política entendida como posiciones de trinchera se viene dando desde hace tiempo. Lejos quedan los intentos de moderación para apelar al votante centrista o apolítico que en su día protagonizó el PP de José María Aznar en las elecciones de 1996. Un viaje al centro en el que los populares se presentaban, no como un partido de derechas, sino centro-reformista. Eran los tiempos en los que PP y PSOE se disputaban ese grueso de electores que alternaban entre ambas opciones y que podía decantar unas elecciones. 

Luis Miller señalaba al respecto que «en España lleva años creciendo la polarización afectiva e ideológica. Los partidos políticos se encuentran cada vez más lejos en su posición ideológica y territorial y los sentimientos de los votantes de un partido hacia el resto están entre los más negativos del mundo. Sin embargo, estamos mucho más polarizados respecto a cuestiones identitarias —ideológicas o territoriales— que respecto a políticas públicas concretas. En los datos analizados aquí, la polarización ideológica y territorial es entre dos y tres veces mayor que la polarización en torno a los impuestos y la inmigración, unas seis veces mayor que la polarización en torno a la sanidad pública y unas quince veces mayor que la inexistente polarización en torno a los servicios públicos».7 Este tensionamiento de la política actual también tiene una vinculación directa con los valores morales. Hay un uso excesivo de la condena moral y la invalidación del adversario político en estos términos. Calificativos como «gobierno ilegítimo» o «socios proetarras» entran en esta lógica. También el uso torticero que se ha realizado en numerosas ocasiones para atacar al rival usando la Constitución. Este tipo de calificaciones supera con creces lo que se espera de la retórica política y del uso de la crítica o la protesta contra quienes ejercen la acción de gobierno. 

Desde 2011, España es un país cada vez más polarizado.8 El clima de indignación del 15-M conllevó el surgimiento de una izquierda más polarizadora. De la misma forma, la derecha está viviendo su momento de polarización y crispación desde 2017 con la irrupción de Vox en las instituciones y, en parte, como reacción al procés. La desaparición de Ciudadanos tras fracasar en su intento de sobrepasar al PP en la derecha y la irrupción de una fuerza ultraconservadora como Vox, han alimentado aún más las tendencias centrífugas en este bloque. 

En el caso del PP, este percibió en su nuevo competidor una amenaza a su supervivencia y mantenimiento como «partido alfa» de la derecha que perduró hasta pasadas las elecciones autonómicas celebradas en Andalucía y Castilla y León en 2022. Fue tras estas últimas cuando Vox modificó su rol como socio minoritario del PP, ya que, además de convertirse en su subalterno, entró en una nueva fase de estancamiento electoral tras la expansión inicial. 

En la izquierda, Podemos ofertó inicialmente un proyecto rupturista, alejado de posicionamientos centristas o convencionales que derivó en una propuesta de izquierdas divergente. Su posterior retroceso electoral, la fortaleza del PSOE tras la moción de censura de 2018 y los triunfos electorales de 2019, llevaron a la formación morada a un repliegue ideológico. Su entrada en el gobierno de coalición en 2020 confirmó también su rol subalterno en la izquierda. 

Lo expuesto en estas líneas, sumado a la ya mencionada polarización, evidencian que finalmente se ha impuesto una lógica tribal de la política española en la que el clásico eje izquierda-derecha ha sobrevivido a otros modelos de disputa y articulación discursiva, como el eje abajo-arriba, que analiza y clasifica las posiciones políticas basándose en la relación jerárquica entre la ciudadanía o pueblo y las élites. A diferencia del eje izquierda-derecha —que se enfoca en la distribución económica y la ideología social—, el eje abajo-arriba se centra en quién ostenta las posiciones de poder y cómo se distribuye este entre las masas y las élites. En cualquier caso, el eje izquierda-derecha permanece y los viejos y nuevos actores ocupan espacios preestablecidos.





Nuevos y viejos actores

La polarización emergió otra vez en un momento de crisis política y territorial tras una mutación del sistema español de partidos. Los nuevos actores que aparecieron convivían con los viejos partidos y les disputaban sus espacios electorales. Pero, pese a los cambios y el surgimiento de nuevas formaciones, los espacios ideológicos tradicionales del país no han desaparecido. Aunque estemos ante un nuevo multipartidismo, los bloques derecha e izquierda se han consolidado y permanecen formados ambos por sus dos vertientes. En la derecha, el PP sigue encarnando el conservadurismo y neoliberalismo homologable al Partido Popular Europeo, mientras que Vox representa una ultraderecha en la que conviven la pulsión ultraconservadora y corrientes neofalangistas. En la izquierda, el PSOE mantiene el tradicional espacio socialdemócrata y a su izquierda continúan estando diversas formaciones que en los últimos años aparecieron bajo la coalición Unidas Podemos, continuando la tradición de la izquierda alternativa y poscomunista. A las cuatro corrientes se les suma una quinta, la de los nacionalismos y regionalismos periféricos, en los que destacan las fuerzas vascas y catalanas.

Esta cuestión se tratará con más detalle en un capítulo de este libro. A los ya expuestos, se añade un hipotético sexto espacio, que sería el de las otras fuerzas de ámbito no estatal, que han crecido por el sentimiento de agravio comparativo entre territorios en los últimos años. Es el representado por formaciones con distintas trayectorias como Teruel Existe, ¡Soria Ya! o Unión del Pueblo Leonés, y que representan la regionalización de la política española en el marco de la llamada «España vaciada». Su estabilización y continuidad a largo plazo está por ver, si se tiene en cuenta que ninguna de ellas consiguió representación en el Congreso de los Diputados en las elecciones generales de 2023. No obstante, han supuesto una alteración en la política a nivel provincial y, sobre todo, han evidenciado un síntoma: en muchas partes de España hay una percepción de abandono de los grandes partidos durante décadas. Estas candidaturas también muestran una característica común. No se han hecho fuertes en términos electorales en los pueblos, sino que han conseguido aglutinar votos en capitales de provincia donde se denota desde hace tiempo una inviabilidad para construir proyectos vitales y profesionales, además del estancamiento propio de estos municipios. La cercanía territorial de las candidaturas respecto a sus electores y el componente emocional de agravio comparativo en infraestructuras o expectativas de futuro respecto a otras provincias han hecho posible su irrupción.

Los espacios permanecen, pero cambian y se adaptan con los tiempos. Cosa distinta está ocurriendo con las propias instituciones. Las citadas crisis han convivido con un conservadurismo institucional que ha impedido reformas de gran calado. Esto se aprecia en cuestiones como, por ejemplo, la eterna propuesta de modificación del Senado. La Cámara Alta sigue contando con representación política electa —cuatro senadores por cada provincia más dos por Ceuta y Melilla— y con senadores por designación autonómica —nombrados por los propios parlamentos territoriales—, pero su función sigue reducida a participar como actor secundario en el proceso legislativo, sin capacidad de veto ni influencia real en la elaboración de las leyes. España carece así de una verdadera cámara territorial en la que canalizar las diferentes demandas de las comunidades autónomas. 

El sentimiento de territorios que se sienten agraviados de una forma u otra también tiene relación con el inmovilismo que ha imperado frente a la actualización de las instituciones democráticas. Esto ha propiciado una inercia que aumenta la deslegitimación y desafección por parte de una ciudadanía que acusa cierta fatiga tras más de una década de alta intensidad y consumo de información política.

En nuestro sistema político está también presente una difusa atribución de responsabilidades y rendición de cuentas entre los diferentes niveles administrativos del Estado, que convive con una utilización partidista e interesada en enfrentar a las comunidades autónomas y al gobierno central, algo que se ha manifestado de forma llamativa durante la gestión de la crisis sanitaria del Covid-19. 





Resignificación de conceptos en la batalla ideológica y cultural entre izquierda y derecha

La práctica política siempre es confrontación y se construye contra otro. Tanto el Parlamento como el seno de los partidos son espacios en los que se dirimen conflictos. Si esta confrontación se desarrolla de forma adecuada, sirve para dirimir las diferencias y optar por la voluntad de la mayoría. Los intereses que se dirimen en estas pugnas son diversos y unos acaban prevaleciendo sobre otros. El problema surge cuando el conflicto lleva a la deslegitimación del adversario. La confrontación política entre los diferentes actores del espacio político está viviendo una deriva de polarización e invalidación del adversario político que, en la práctica, produce una pérdida de interlocutores válidos. Es decir, si un partido considera que el presidente del Gobierno es un golpista, parece imposible que se llegue a ningún tipo de acuerdo con ese gobernante, ya que en principio no habría discurso político capaz de construir un mensaje coherente que justificase ese acuerdo. 

En el contexto político actual, que también es de cambio y transformación social, derecha e izquierda buscan resignificar conceptos, especialmente aquellos que hasta ahora no formaban parte de su espectro ideológico. Por ejemplo, en el caso español, la derecha ha sido capaz de apropiarse de la idea de libertad en términos colectivos al oponerla a las restricciones desarrolladas por las administraciones que buscaban paliar las consecuencias de la crisis sanitaria provocada por la Covid-19. Una idea de libertad que evoca al libertarismo clásico y que se opone a la intervención y condicionamiento por parte del Estado. También se ha invertido el papel de la rebeldía, hasta hace unos años protagonizada por la izquierda y que hoy se encuentra más presente en sectores de la derecha radical que rechazan ciertos aspectos aceptados por el conjunto de la sociedad. Por su parte, la izquierda viene realizando tímidos intentos de disputar el concepto de seguridad, identificándola con la aplicación y conservación de las políticas del estado del bienestar, así como la defensa y ampliación de derechos civiles y sociales. 

Los tres conceptos señalados en el párrafo anterior forman parte de la batalla ideológica en un sistema político en el que la crispación y la polarización, o al menos su percepción, como ya se ha apuntado, han aumentado de forma considerable en el debate público y mediático. Una polarización que articula los discursos en torno a (contra) un adversario y que choca con el mito fundacional de la Transición democrática, que giraba en torno a la noción de consenso y el pacto. Estos eran valores a los que se apelaba, al menos de forma retórica, con el fin de ganar posiciones centrales en el tablero político. El contexto actual ha modificado su relevancia. En un escenario polarizado, el consenso y el acuerdo resultan prácticamente imposibles por la distancia que se ha construido respecto al adversario. 

Las disputas expuestas están vigentes y son completadas por la capacidad de los partidos de ofrecer expectativas y horizontes a un electorado que ha dejado atrás la indignación que acompañó a la reacción a la crisis de 2008 y la posterior ilusión por la necesidad de obtener respuestas a sus preocupaciones diarias. En este sentido, la rabia ha cambiado de bando. Ahora, la ultraderecha capitaliza la ira y la rebeldía como reacción al crecimiento cultural del feminismo, el ecologismo y el progresismo en general. Desde la idea neoliberal del individuo, pero conjugada con valores tradicionales como la familia, el catolicismo o la identidad nacional, la derecha radical viene construyendo una respuesta que aboga por la no intervención del Estado y la preservación de valores que se han ido diluyendo en las últimas décadas. Conectan así con quienes se sienten amenazados por estos cambios y tienen un componente nostálgico de que «cualquier tiempo pasado fue mejor».

Por último, en un país cuya política está cada vez más mediatizada, los liderazgos han sustituido a los proyectos colectivos. La introducción de mecanismos de selección de líderes, como son las primarias de los partidos, ha terminado erosionando los órganos intermedios de contrapeso de estas organizaciones. Asimismo, los plebiscitos internos o las consultas dirigidas a los militantes han contribuido a esta situación, ya que en la mayoría de los casos funcionan únicamente como meros instrumentos para legitimar las decisiones de las élites dirigentes. Lo que inicialmente parecía ser un proceso de democratización de los partidos y un ensanche de la participación de las bases, ha terminado teniendo efectos contraproducentes que, en el futuro, requerirán de correcciones significativas para proteger su objetivo inicial.

En los siguientes capítulos, se intentará analizar todas las cuestiones expuestas hasta aquí, con el fin de mostrar cómo la izquierda y la derecha disputan cada una de ellas. Mi intención es mostrar un análisis del contexto actual a través de la disputa política. Este servirá para profundizar, desmitificar y dar respuesta a las claves de la política española. 
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EL CONSENSO COMO MITO FUNDACIONAL DEL SISTEMA POLÍTICO DEL 78













La historia de España como una historia de luchas fratricidas, cainitas y de peleas entre hermanos ha sido una constante en las narraciones de las últimas décadas. Un relato que aparece como un elemento habitual en el repertorio retórico de muchos políticos. Esta narrativa subraya la complejidad de las relaciones históricas y sociales en España, destacando los enfrentamientos internos que han marcado su trayectoria histórica. Los conflictos entre diferentes facciones políticas, ideológicas o territoriales han dejado una huella profunda en la identidad nacional y en la percepción que se tiene de la propia historia del país. Este relato de luchas internas también ha sido utilizado por diversos actores políticos para legitimar ciertas posiciones o para señalar la necesidad de superar divisiones y trabajar hacia la cohesión y la unidad. 

En la campaña electoral de las elecciones generales de abril de 2019, Albert Rivera, entonces flamante líder de Ciudadanos —que conseguiría su mejor resultado en aquella cita electoral— fue invitado al programa matinal de la presentadora Ana Rosa Quintana. Aquella mañana Rivera acabaría siendo entrevistado por unos niños que habían sido invitados al programa. Ante las preguntas de estos, el líder del partido naranja realizó la siguiente afirmación: «Aquí hubo una guerra en la que se enfrentaron primos, hermanos y familias que no debería haber existido nunca. Alguna gente radical intentó enfrentar a la gente que vivía junta y a mí no me gustan ni los bandos ni las guerras y muchos menos entre hermanos».9 Rivera aludía de esta forma a la manida idea de que ambos bandos fueron de alguna manera responsables de la Guerra Civil e igual de malos en sus acciones; o bien se elimina el contexto político para sostener que las causas del conflicto fueron irracionales, primitivas y propias del supuesto carácter español. Una idea, que más allá de las responsabilidades y actos de cada bando, elude la responsabilidad de un golpe de Estado y de la sangrienta represión que ejerció la dictadura franquista. Este relato del pasado que servía a Rivera para conectar a su espacio político con la trayectoria histórica del país, entronca también, como se va a ver a continuación, con el relato que dio cobertura al paso de la dictadura a la democracia. 





La cultura política de la Transición: ¿un relato hegemónico?

El mito de que España es un país sin remedio, debido a sus particularidades sociales, su primitivismo o la incapacidad de los españoles de vivir juntos sin matarse, se vincula habitualmente a su contrario, en la que aparece la Transición y el sistema político del 78 como una época de esplendor y desarrollo inéditos en la historia del país. Una cultura política, la de la Transición, que pervive hasta nuestros días en relatos mayoritarios. La narrativa predominante presenta el periodo de la Transición, el paso de la dictadura franquista a la democracia, como un proceso pacífico y consensuado en el que se minimizan o pasan por alto los conflictos sociales, políticos y económicos que tuvieron lugar durante este periodo de la historia reciente de España. El mito de la Transición también se presenta como la antesala, como consecuencia de esta, de la desactivación de la calle. Es decir, el final de las grandes movilizaciones ciudadanas y de una política beligerante.

Una noción de unidad, de consenso, sin vencedores ni vencidos, que se invoca de forma recurrente en la dialéctica política. En la mayoría de las veces, se hace con la finalidad de invalidar posicionamientos que aspiren a una mayor transformación del sistema vigente. Un intento de otorgar cohesión en su momento al recién instaurado sistema democrático. El periodista Guillem Martínez, quien acuñó el término cultura de la Transición, se referiría acertadamente a esta cuestión:



La cohesión social, esa cosa que en democracia consiste en acuerdos legales, económicos, políticos, sociales, en una tensión continuada, en España se había sustituido por una cultura, por el uso sustitutivo de la cultura, en contacto con el Estado y al servicio del Estado. El resultado era una cultura que, en ninguno de sus accesos y series, planteaba problemas, sino que los solucionaba, al eludirlos, al sacar de la circulación cualquier producto que chocaba con esa idea de cohesión. Los solucionaba acotando los temas, evitando tensión y beligerancia en temas legales, económicos, políticos, sociales. La Cultura de la Transición, esa cosa que ocurría en todos los medios, series y accesos, era la sustitución de la posibilidad de una cultura beligerante, libre, abierta, por una cultura excepcional, al servicio del Gobierno, limitada y modulada por el Gobierno, que penalizaba la beligerancia y la expulsaba de la cultura, de manera que cualquier producto o hecho no tabulado no solo se ubicaba fuera de la cultura, en general, sino fuera de la identidad española y de la identidad democrática. Al cabo, todo ocurre en nuestra cabeza, y la Cultura de la Transición velaba por que la beligerancia no ocurriera en ella, sino una idea de cohesión en la política, antes que en la sociedad.10



La crítica a la cultura de la Transición tuvo su auge tras más de tres décadas de relato hegemónico. Fue con la irrupción del Movimiento de los Indignados del 15-M cuando se cuestionó las narraciones vigentes que sostenían y daban sentido al sistema político vigente, ante una oleada de malestar social sin precedentes como consecuencia de la grave crisis económica de 2008. La cultura de la Transición era presentada por el movimiento del 15-M como una serie de afinidades narrativas de las burbujas de poder político y mediático, que daban forma a un relato ajeno a los sectores populares de la sociedad. En definitiva, una cultura vertical que, a su vez, unifica el imaginario colectivo y social dibujando los límites de lo posible en términos políticos. 

Volviendo a la figura política de Rivera —la cual sirve para ilustrar cómo ha operado este tipo de discursos— durante la sesión de investidura fallida de Pedro Sánchez en marzo de 2016, el dirigente liberal apelaba, una vez más, a la concordia de la Transición: «Aquí nadie tiene que venir a ganar. Como en la Transición. No tiene que haber vencedores ni vencidos. […] En el lugar donde se forjó el debate y la concordia. Un debate protagonizado por hombres de Estado que supieron poner en común lo que les unía y que aparcaron los conflictos».11 

Las dos cuestiones apuntadas convergen en un relato en el que la Transición aparece como la «salvadora» de un destino, el de España como nación, que hasta entonces no tenía remedio. El trauma de la Guerra Civil española del siglo XX, vinculada a otros conflictos bélicos internos, especialmente los del siglo XIX —entre los que destacan las tres guerras carlistas—, sirve para afianzar un relato que propicia el no cuestionamiento del sistema vigente, o niega la posibilidad de propuestas que aborden reformas profundas del mismo. Tampoco permitía la crítica. El ejemplo que mejor ilustra esta cuestión es la institución monárquica, que encontró en la cultura de la Transición la legitimidad de la que carecía. Incluso a posteriori, los escándalos del rey Juan Carlos I se han intentado justificar como un mal menor ante el papel decisivo durante estos años que se le atribuye. 

Generalmente, estas narraciones pasan por alto que la política y la propia democracia encuentran en el conflicto político y dialéctico un factor inherente a su propia existencia. Ambas, política y democracia, no son en esencia otra cosa que la forma pacífica de canalizar las disputas de la sociedad, de canalizar las demandas contrapuestas por parte de los diferentes actores, de dirimir diferencias y establecer quiénes son los ganadores y perdedores de las políticas públicas aprobadas e implementadas. Admitiendo esto, ¿por qué en España hay una apelación constante a la idea de pacto y consenso? ¿Es este consenso transversal a las diferentes fuerzas políticas? ¿Por qué la generación que protagonizó la Transición a la democracia insiste en esta idea de consenso?

Veamos algunos ejemplos que ilustran esta cuestión. Tres semanas después de las elecciones del 10 de noviembre de 2019, el expresidente del Gobierno Felipe González, en una conferencia impartida en Buenos Aires junto al periodista Jorge Fontevecchia, afirmaba sentirse incómodo con la contienda política que se vive en España. González lo expresaba de la siguiente manera: «Nosotros generamos un periodo a partir de ese consenso que nos ha durado treinta y cinco o treinta y seis años y ahora mi incomodidad es que estamos abriendo nuestra propia grieta con una política de bloques en la que los discursos dominantes están en los extremos del espectro ideológico».12

El expresidente del Gobierno de España aludía de esta forma al relato oficial y extendido de la Transición que ha consolidado como eje central una noción concreta de consenso. Esta idea en torno al pacto, la unidad, las renuncias y concesiones políticas configuró el relato sobre la vuelta de la democracia en España. Un proceso político, el paso de la dictadura franquista al sistema democrático actual, que culminó de forma exitosa pese a los presagios de fracaso que marcaron los años posteriores a la muerte del dictador. Una época de España que la generación que la protagonizó considera su obra vital.

Esta idea hegemónica de consenso sirvió para articular en torno al reformismo institucional la reducción de la movilización social. Es decir, se potenció de esta forma la canalización de las demandas de la ciudadanía y el resto de los actores sociales a través de los partidos y los cauces institucionales. No obstante, el denominado consenso fue entonces la voluntad de élites políticas conformadas por un gobierno de políticos provenientes del régimen franquista y unos opositores que aceptaron una salida negociada a cuarenta años de dictadura. Un proceso que, en parte, culminaba en un sistema homologable al de la Segunda República a cambio de «resetear» el pasado político de los protagonistas del nuevo tiempo político. Una reforma política llevada a cabo desde el poder, acompañada por la consolidación de una monarquía que necesitaba propiciar ciertas reglas democráticas para pervivir en el final del siglo XX. Un consenso relativo que dejó fuera de la discusión aspectos clave del entonces futuro sistema político. Precisamente, el más llamativo, fue la forma de Estado, si monárquica o republicana, cuyo debate o hipotético cuestionamiento fue alejado de la agenda política. 

Como afirma la historiadora Sophie Baby,13 la Transición fue «un compromiso necesario entre la ruptura radical que reclamaba la oposición y la reforma desde el interior de las instituciones que deseaba la élite en el poder, la fórmula política resultante de las decisiones estratégicas de los actores de la época revela tener en último término un carácter híbrido, bien de una reforma pactada, bien de una ruptura pactada, en función del bando político en el que uno se sitúe. Desde este punto de vista, se impone el gradualismo».

El régimen democrático pervivió, porque quienes tenían otras hojas de ruta fracasaron en sus intentos y no contaron con la fuerza suficiente para llevarlos a cabo. Ejemplo de ello fue la derecha nacionalcatólica proveniente de los sectores más intransigentes de la dictadura, quienes se quedaron fuera del consenso constitucional, al igual que otros grupúsculos de extrema izquierda. Con el sistema político consolidado, la idea de consenso se potenció y mitificó. Una idea de consenso que también cuenta con un componente nostálgico evidente, a través de quienes utilizan la memoria construida de este periodo para atacar o denostar el presente, contraponiéndolo y mostrando su rechazo a este. Es un intento de relatar el presente como una traición o desviación de la idea original con el fin de invalidar posicionamientos políticos en el tiempo actual. 

Otro de los aspectos esenciales sobre los que se asienta la idea de consenso es la paz social. El periodo de la Transición estuvo marcado por el miedo. A las amenazas por parte de sectores del Ejército, el denominado «ruido de sables», se sumaba el recuerdo de la Guerra Civil y la necesidad de no repetir enfrentamientos armados y violentos del pasado. Esta idea de paz social ha permanecido vigente hasta la actualidad y es utilizada en discursos políticos para arrinconar a posiciones extremistas, como cuando Sánchez apelaba en la precampaña electoral de las elecciones municipales y autonómicas de 2023 al «consenso político frente a la derecha de los chamanes y el ruido».14

Todo sistema político necesita su mito fundacional. Portugal, por ejemplo, tiene la Revolución de los Claveles de abril de 1974. Un acontecimiento que provocó el fin de cuarenta y ocho años de dictadura (el «Estado Novo»), que gobernaba en el país desde 1926. La Revolución de los Claveles comenzó con un golpe de Estado llevado a cabo por capitanes del Ejército que acabó convertido en una revolución pacífica. La fecha del 25 de abril quedó consagrada como fiesta nacional del nuevo sistema republicano instaurado y la canción «Grândola, Vila Morena», de José Afonso, que había sido prohibida por el régimen y posteriormente emitida por radio a las 00.20 horas del 25 de abril, como señal para que comenzara el levantamiento armado. La canción se convirtió en un símbolo del Portugal democrático. 

Volvamos al caso español. Los mitos fundacionales también generan hipotecas o efectos no deseados. El consenso del que hemos hablado ha servido a la postre «para justificar el inmovilismo institucional y el privilegiado statu quo de ciertos actores políticos», como sostenía Jorge Urdanoz Ganuza, profesor de Filosofía del Derecho de la Universidad Pública de Navarra.15 Urdanoz añade, en este sentido, que esta utilización del mito del consenso «genera una perplejidad indescriptible entre la sociedad, en especial entre los jóvenes». Una idea de consenso, prudencia y estabilidad que contribuye a la preservación del statu quo y a un conservadurismo institucional que impide cualquier reforma, especialmente, aquellas que requieren de una modificación constitucional. 

La Constitución es un buen ejemplo de ello. Solo ha tenido modificaciones en tres ocasiones en más de cuarenta años. La primera de ellas, el 27 de agosto de 1992, cuando se añadió en el artículo 13.2, la expresión «y pasivo», referida al ejercicio del derecho de sufragio de los extranjeros en elecciones municipales. Esta modificación fue aprobada por los grupos parlamentarios en el Congreso del PSOE, PP, CiU, IU-ICV, CDS y PNV. La reforma obedeció a una exigencia de adaptar el texto constitucional al Tratado de Maastricht de la Unión Europea. La segunda reforma constitucional se produjo en 2011 para la modificación del artículo 135 y la introducción de la llamada «estabilidad presupuestaria». Una modificación pactada entre PSOE y PP en el contexto de las exigencias de austeridad económica tras la crisis de 2008 y que acabó pasando una importante factura política a los socialistas. La tercera y última se ha producido en 2024. Una reforma de carácter menor en términos jurídicos que tuvo la finalidad de sustituir el término «disminuido» por «personas con discapacidad» en el artículo 49 del texto constitucional. 

Por lo tanto, durante estas décadas tenemos tres reformas, dos de las cuales responden a exigencias de la Unión Europea, y una tercera que busca corregir el léxico utilizado en la Carta Magna. Lejos ha quedado cualquier intento de adaptar diversas cuestiones a la época actual. Ya no solo el ejemplo del Senado citado antes, sino también otras como la prevalencia del hombre sobre la mujer en la herencia de la Corona. Una cuestión cuya reforma se ha pospuesto para evitar debates acerca de la forma del Estado español.





La sacralización del consenso

La consolidación del sistema político del 78 está marcada por la idea de consenso como mito fundacional del mismo. Es decir, el consenso es la explicación narrativa mitificada de cómo una determinada realidad llegó a existir. En este caso, el denominado «espíritu de la Transición», en cuanto a un tiempo consenso y pacto político, sirve para construir el relato que explica cómo España, tras la muerte del dictador Francisco Franco, fue capaz de transitar desde el régimen dictatorial hasta la instauración de un sistema democrático. El consenso funciona como el mito originario o fundacional del actual sistema democrático español. Un mito que proporciona la narración de origen a una comunidad —la ciudadanía y la democratización del Estado español— sobre el surgimiento y consolidación del actual régimen político vigente. Un mito que también otorga identidad y pertenencia a una idea de colectivo —el pueblo español— que es a partir de ese momento dueño de su futuro.

El mito fundacional proporciona un relato de lo nuevo —en este caso el sistema político del 78—, pero también justifica la supresión y derogación del periodo previo, la dictadura franquista. De la misma forma, el franquismo había construido sus propios mitos fundacionales a través de eufemismos, como «Alzamiento Nacional» o la idea de cruzada contra los enemigos de España. Narraciones que buscaban otorgar legitimación inicial a la dictadura que había surgido de un golpe de Estado y de la victoria en una guerra civil.

De forma habitual, los mitos fundacionales se completan con actos voluntaristas o heroicos de individuos, que sustituyen a los procesos sociales complejos y que requieren de explicaciones y conocimientos más profundos. Son fórmulas para simplificar las narraciones y facilitar su transmisión para que se conviertan en hegemónicas. En el caso de la Transición española se encuentran la figura de Adolfo Suárez o el papel del rey Juan Carlos I, especialmente durante el golpe de Estado del 23-F. También el rol desempeñado por Torcuato Fernández Miranda, a quien se le atribuye idear buena parte del proceso, sobre todo en lo referente a la designación como presidente del Gobierno de Suárez y la aprobación de la Ley para la Reforma Política de 1976 con la que las Cortes franquistas se hicieron el harakiri, al aprobar su eliminación. 

La de Suárez es la figura política más destacada en términos de construcción de mitos. Una figura en sí misma interesante, en cuanto a ejercicio del poder y evolución propia, pero que también ha sido fruto de canonización laica cuando ya no podía molestar a nadie en términos políticos. Un presidente del Gobierno que acabó dimitiendo para evitar un golpe de Estado —que finalmente se acabó produciendo el 23-F cuando su sucesor, Leopoldo Calvo-Sotelo, se disponía a ser investido— y contra el que conspiró todo el arco político, al que la prensa destrozó con ataques que hoy nos resultarían familiares, al que se presentó continuamente como un arribista sin formación intelectual por parte de los círculos de poder político y económicos de Madrid y que, una vez alejado de la vida pública, vio su figura ensalzada como la de uno de los mayores artífices de la Transición. Recuérdese al PP de José María Aznar reivindicando la figura de Suárez en su camino al «centro reformista», una vez que Suárez ya había finalizado su periplo político y el CDS había dejado de ser una amenaza electoral para los populares. En esta construcción del mito, Suárez es presentado como el máximo exponente del consenso. Es decir, no solo es un padre fundador del sistema político vigente en las narraciones existentes, sino que también el propio consenso, como mito fundacional, es encarnado por su persona. No es solo un reconocimiento a su figura, es también un relato que afianza la noción del origen del sistema político existente.
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